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Pereira, veintiocho de octubre de dos mi quince
Acta N° 0     de 28 de octubre de 2015
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a proferir sentencia de primera instancia en la acción de tutela iniciada por CARLOS HERNÁN FRANCO NARANJO contra la DIRECCIÓN DE SANIDAD DEL EJERCITO NACIONAL, el DISPENSARIO MÉDICO No 3029 BATALLÓN DE ARTILLERÍA No 8 “Batalla de San Mateo” y vinculados la DIRECCIÓN GENERAL DE SANIDAD MILITAR y el HOSPITAL MILITAR CENTRAL.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica el señor Franco Naranjo que se encuentra como afiliado activo en el régimen especial de salud del Ejército Nacional, sin embargo, a pesar de esa calidad,  le ha sido negado el tratamiento médico prescrito por el especialista en siquiatría adscrito a la E.S.E Hospital Metal de Risaralda, para el manejo de su adicción al consumo de sustancias sicoactivas, el cual consiste en  “centro de rehabilitación cerrada”, y frente al cual dicho galeno diligenció la “ORDEN MÉDICA, JUSTIFICACIÓN DE USO PARA PROCEDIMIENTOS FUERA DEL PLAN OBLIGATORIO” y el “REPORTE DE HISTORIA DE CONSULTA EXTERNA”, documentos que afirma radicó en la entidad accionada con miras a la autorización del servicio, pero el día 9 de octubre de 2015, le fue notificada su negativa.
Sostiene que las accionadas han vulnerado su derecho a la salud en conexidad con la calidad de vida, por lo que solicita su protección y como consecuencia pide que se ordene a la Dirección General de Sanidad Militar-Batallón San Mateo autorizar el tratamiento integral en comunidad terapéutica cerrada, cubriendo el 100% del mismo, incluido gastos de traslado y estadía cuando no se tenga convenio en Pereira, así como el tratamiento integral que su actual condición médica requiere.
TRAMITE IMPARTIDO
Admitida la acción, se corrió traslado a la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional y al Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo” por el término de (2) días.
El Dispensario Médico accionado, indicó que las consideraciones plasmadas en el libelo introductor corresponden al régimen contributivo y subsidiado de salud, al cual escapa el régimen especial en salud de las Fuerzas Militares y de Policía, que se encuentra por fuera de la Ley 100 de 1993, lo que indica que tampoco se cuenta con la posibilidad de recobrar ante el Fosyga.
Sostuvo también, que la adicción del señor Franco Naranjo data de antes de su incorporación al servicio militar y no puede ser considerada como enfermedad catastrófica o ruinosa y además, el tratamiento requerido para tratar el consumo de sustancias sicoactiva se encuentra por fuera del plan de beneficios.

Finaliza haciendo notar que no se percibe la ocurrencia de un perjuicio irremediable que permita acudir a la vía de tutela de manera preferente y por el contrario, se evidencia que no han sido vulnerados los derechos cuya protección se reclamada, por parte de esa dependencia.

La Dirección de Sanidad el Ejército Nacional a su turno confirmó la condición de afiliado activo del subsistema de salud de las fuerzas militares, por lo que goza de los servicios médicos y asistenciales aprobados en el Plan Integral de Salud Acuerdo No 002 del 27 de abril de 2001, por lo tanto le debe ser suministrada la atención médica que requiera en los Establecimientos de Sanidad Militar, garantizando con ello su derecho fundamental a la salud.
Informó también, que el Hospital Militar Central firmó un convenio interadministrativo con la Dirección General de Sanidad Militar, para prestar el servicio de rehabilitación que el tutelante requiere, afirmando que ha requerido a estas dos entidades en orden a que sea contratada la entidad que se encargue del manejo de los pacientes que requieren el tratamiento para sus adicciones, por lo que solicitó su vinculación al presente trámite.
Frente a los gastos de traslado y estadía, indicó que no se encuentra dentro de sus obligaciones el suministro de los mismos, además recalcó que el accionante es pensionado del Ejército Nacional, por lo tanto, cuenta con los ingresos necesarios para asumirlos.

Mediante auto de fecha 26 de los corrientes,  se ordenó la vinculación del Hospital Militar Central y la Dirección General de Sanidad Militar; no obstante, guardaron silencio.
CONSIDERACIONES

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

 ¿Se vulnera el derecho a la salud, al negar al actor el tratamiento que prescrito con ocasión a su adición al consumo de sustancias sicoactivas?

Con el propósito de dar solución al interrogante planteado en el caso concreto, la Sala considera pertinente hacer, de manera previa, las siguientes precisiones:

1. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA FRENTE A LA PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA SALUD.

El artículo 86 de la Constitución Nacional, consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas, cuando resulten amenazados o vulnerados, por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.
Innecesario resulta discutir y argumentar frente al derecho a la salud, cuando la Alta Magistratura Constitucional se ha encargado de catalogar el mismo como fundamental y por tanto, autónomo y susceptible de protección, sin que sea necesaria conexidad con algún otro beneficio de rango mayor
. 

2. MARCO NORMATIVO DEL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD, PARA LA FUERZA PÚBLICA.
La Ley 100 de 1993 excluyó del  Sistema Integral de Seguridad Social, contenido en esa normativa, a los miembros de la Fuerza Pública, por tratarse de un régimen especial.
Fue así que el Decreto Ley 1795 de 2000, estableció como objeto, la prestación de los servicios de sanidad y de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios, creando además como órgano rector y coordinador del Sistema de Salud (Art. 8°), el Consejo Superior de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional (CSSMP), cuya función, entre otras, es aprobar el Plan de Servicios de Sanidad Militar y Policial y los planes complementarios de salud, con sujeción a los recursos disponibles para la prestación del servicio de salud (Art. 9°, literal d).
En cumplimiento de dicha directriz se dictó el Acuerdo N° 052 de 2013 (abril 1º), “Por el cual se establece el Manual Único de Medicamentos y Terapéutica para el SSMP, y se dictan otras disposiciones”, creando adicionalmente el Comité Técnico Científico de Autorización de Medicamentos fuera del Manual Único de Medicamentos y Terapéutica del SSMP, siendo criterios para su convocatoria los dispuestos en el artículo 8º, que refieren:

“(…)
a) Que la prescripción del medicamento no incluido en el Manual Único de Medicamentos y Terapéutica del SSMP, sólo podrá realizarse por un médico u odontólogo especialista habilitado por las Direcciones de Sanidad Hospital Militar Central u Hospital Naval de Cartagena según corresponda.
b) Que la prescripción de estos medicamentos será consecuencia de haber utilizado y agotado las posibilidad terapéuticas del presente Manual, sin obtener respuesta clínica o paraclínica satisfactoria en el término previsto en sus indicaciones, o del observar reacciones adversas intoleradas por el paciente, o porque existan contraindicaciones expresas sin alternativa en el Manual. De lo anterior se deberá dejar constancia en la historia clínica del paciente y en la justificación presentada ante el Comité Técnico Científico. 
c) Debe existir un riesgo inminente para la vida y salud del paciente, lo cual debe ser demostrable y constar en la historia clínica respectiva o en los soportes enviados.  

d) Sólo podrán prescribirse medicamentos que se encuentren debidamente autorizados para su comercialización y expendio en el país. 

e) No se podrán autorizar medicamentos que se encuentren en etapa experimental o no cuenten con la suficiencia científica demostrada para su utilización.
PARÁGRAFO. En el caso de medicamentos que no tengan autorización expresa de INVIMA para indicación o patología requerida, el médico especialista tratante deberá adjuntar el (los) soporte(s) de la evidencia científica del mismo, autorizaciones de otras agencias reguladoras internacionales (EMEA, FDA) y el consentimiento informado firmado por el paciente (Anexo 6).”

Por otro lado, el Decreto 4782 de 2008 estableció las funciones de la Dirección General de Sanidad, entre las que se cuenta “Dirigir, contratar, comprometer, reconocer y ordenar el gasto de los recursos incorporados al Fondo Cuenta del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares para asegurar el cubrimiento de los riesgos de salud de los afiliados”.
Frente a ésta función y la determinación de qué entidades confluyen en la prestación oportuna del servicio de salud de los afiliados y beneficiarios del subsistema de salud de las Fuerzas Militares, la Sala de Casación Laboral recientemente indicó:

“Además, no sobra recordar que la Ley 352 de 1997 especificó que el Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares está constituido, entre otros, por la Dirección General de Sanidad y la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, quienes en virtud de los principios de obligatoriedad, protección integral, descentralización, desconcentración, unidad y atención equitativa y preferencial, tendrán que trabajar de manera armónica con el fin de brindar una efectiva atención en salud a sus afiliados y beneficiarios y para ello deberán hacerse cargo de la prevención el diagnóstico, el tratamiento y la rehabilitación de cada uno. 

Lo anterior, aunado a que el Decreto 4782 de 2008 estableció como funciones de la Dirección General de Sanidad Militar la de dirigir y coordinar los planes y programas en salud para el funcionamiento del sistema y contratar, dirigir y comprometer el gasto de los recursos para asegurar el cubrimiento de los riesgos de salud de los afiliados, todo ello, se insiste, bajo un trabajo conjunto con las direcciones de sanidad de cada fuerza, en este caso, la Militar, quien tiene la obligación específica de prestar los servicios de salud en todos los niveles de atención”. 

2. CALIDAD DE SUJETOS DE ESPECIAL PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL, DE QUIENES PADECEN PROBLEMAS DE ADICCIÓN.
La Corte Constitucional ha creado una línea jurisprudencial tendiente a considerar  la farmacodependencia o drogadicción como una enfermedad y a quienes la padecen como personas puestas en situación de debilidad manifiesta debido a los síntomas y secuelas que aquélla genera, pues no sólo se ve afectada la facultad de autodeterminación, sino que el exceso en el consumo pone en riesgo constante la integridad física y mental de los pacientes, lo cual disminuye el goce efectivo del derecho a la salud. (T-566  de 2010).
Más recientemente, en la Sentencia T- 551-12 el Máximo Tribunal indicó: 
“Esta consideración según la cual la drogadicción es una enfermedad, ha permitido que en varias de las decisiones de tutela citadas en este acápite y en otras semejantes, este tribunal haya ordenado la realización de los tratamientos psicoterapéutico e integral requeridos para hacer posible su plena reintegración a la sociedad, en desarrollo del deber estatal contenido en el citado artículo 49 constitucional.”   
4. TRAMITES ADMINISTRATIVOS NO PUEDEN INTERRUMPIR LA PRESTACIÓN EFECTIVA DEL SERVICIO DE SALUD.

Ha sido consistente la jurisprudencia constitucional en sostener que los tramites que a nivel administrativo se presenten entre las diferentes entidades prestadoras del servicio de salud,  son ajenos al usuario.  Por lo tanto, cuando se alegan circunstancias de esa índole para negar o dilatar la prestación oportuna de cualquier servicio requerido por el paciente, se vulnera el derecho a la salud.

En tal sentido, en  la Sentencia T- 384-13 se indicó lo siguiente:
“(…) también son trabas injustificadas aquellas que sin ser una exigencia directa al usuario sobre un procedimiento a surtir, terminan por afectar su derecho fundamental a la salud, en cualquiera de sus facetas. En cumplimiento de las funciones que les asigna el Sistema a las entidades que lo integran, se pueden presentar fallas u obstáculos en relación a circunstancias administrativas o financieras, de índole interinstitucional. Es frecuente por ejemplo, que una institución prestadora de los servicios de salud niegue la práctica de un examen diagnostico, o la valoración por un especialista, o el suministro de un medicamento o insumo, aduciendo que la EPS a la cual se encuentra afiliado el usuario no tiene convenio vigente para la atención, o no ha pagado la contraprestación económica, o se adeudan cuentas de cobro. Cuando la carga por estos inconvenientes se traslada al usuario, se vulnera su derecho fundamental a la salud.

4. CASO CONCRETO

A folio 11 del expediente se observa el diligenciamiento por parte del médico tratante del formato de justificación de uso para procedimientos por fuera del plan obligatorio, en el que solicita autorización para el tratamiento de la adición a los opiáceos que padece el señor Franco Naranjo, siendo éste la reclusión en un centro de rehabilitación para la drogadicción residencial –fls 10 y 11-.  

Es del caso precisar, que tanto el diagnóstico como el tratamiento prescrito por el especialista en siquiatría, no fueron cuestionados por las llamadas a juicio, es más la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, ni siquiera controvirtió el hecho de que el servicio requerido por el tutelante se encuentra por fuera del Manual Único de Medicamentos y Terapéutica del SSMP, pues consideró que en calidad de afiliado activo del subsistema de salud de las Fuerzas Militares y de Policía debía recibir cualquier tipo de atención médica en los Establecimientos de Sanidad Militar.
Nótese entonces que el único argumento al que apeló la citada entidad, fue al hecho de que en la actualidad, en virtud al convenio interadministrativo No 001 dgsm-2013 suscrito entre la Dirección General de Sanidad Militar y el Hospital Militar Central, son estas instituciones las llamadas contratar el servicio que requiere el afiliado, sin que a la fecha hayan efectuado las gestiones a su cargo, a pesar de haber realizado los requerimientos del caso.
Es entonces claro, que el servicio que requiere el señor Franco Naranjo no le ha sido brindado por no mediar contrato con una entidad idónea para el tratamiento de los pacientes que lo requieren para superar adiciones, omisión que torna evidente la vulneración del derecho fundamental a la salud del actor, pues como se dijo con antelación, los trámites internos, administrativos o de índole interinstitucional en nada deben afectar la continua prestación del servicio de salud de los usuarios.

Consecuente con lo hasta aquí considerado, se tutelará el derecho a la salud del señor Carlos Hernán Franco Naranjo y se dispondrá tanto a la Dirección General de Sanidad Militar a través de su Director General, Mayor General del Aire, Julio Roberto Rivera Jiménez,  como a la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional por medio de su Director, Brigadier General Carlos Arturo Franco Corredor que, en conjunto, en el término improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir del día siguiente a la notificación del presente proveído, realice todas las gestiones necesarias, para que sea prestado a aquél el servicio denominado “reclusión en un centro de rehabilitación para la drogadicción residencial” ordenado por el especialista en siquiatría que sigue su caso. 
Igualmente, se dispondrá la prestación, de manera integral y sin ningún tipo de dilación, de los servicios de salud que requiera el tutelante para el tratamiento de la adición que actualmente requiere atención, en la cantidad, con las especificaciones y periodicidad que determine el médico tratante con el fin de salvaguardar o recuperar su salud, o para minimizar sus padecimiento y poder llevar una vida en condiciones dignas.  Tal directriz incluirá también al Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo”, a través de su directora, Teniente Coronel, Beatriz Silva Miranda, toda vez que es la dependencia encargada de prestar el servicio de salud al actor a nivel local.
En relación con el cubrimiento de los gastos de traslado y estadía en caso de no tener convenio con alguna institución en esta ciudad, para llevar a cabo el tratamiento que requiere del usuario, tal pretensión se negará toda vez que  en parte alguna del líbelo inicial se hace referencia a la imposibilidad económica suya o de su grupo familiar para asumir éstos, requisito indispensable, no sólo para su autorización
, con independencia de que se encuentre por fuera del Manual Único de Medicamentos y Terapéutica del SSMP, sino para el traslado de la carga de la prueba de la capacidad económica del accionante, tal como lo ha sostenido la Corte Constitucional
. 

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 
RESUELVE:
PRIMERO: TUTELAR el derecho a la salud del cual es titular el señor  CARLOS HERNÁN FRANCO NARANJO.

SEGUNDO:  ORDENAR  a la Dirección General de Sanidad Militar a través de su Director General, Mayor General del Aire, Julio Roberto Rivera Jiménez,  como a la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional por medio de su Director, Brigadier General Carlos Arturo Franco Corredor que, en conjunto, en el término improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir del día siguiente a la notificación del presente proveído, realice todas las gestiones necesarias, para que sea prestado a aquél el servicio denominado “reclusión en un centro de rehabilitación para la drogadicción residencial” ordenado por el especialista en siquiatría que sigue su caso.
TERCERO: ORDENAR a la Dirección General de Sanidad Militar de a través de su Director General, Mayor General del Aire, Julio Roberto Rivera Jiménez,  como a la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional por medio de su Director, Brigadier General Carlos Arturo Franco Corredor, así como al Dispensario Médico No 3029 del Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo”, a través de su Directora, Teniente Coronel Beatriz Silva Miranda la prestación, de manera integral y sin ningún tipo de dilación, de los servicios de salud que requiera el tutelante para el tratamiento de la adición que actualmente requiere atención, en la cantidad, con las especificaciones y periodicidad que determine el médico tratante con el fin de salvaguardar o recuperar la salud del paciente, o para minimizar sus padecimiento y poder llevar una vida en condiciones dignas. 
CUARTO: NOTIFICAR a las partes esta decisión por el medio más idóneo.
QUINTO: REMITIR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

Notifíquese y Cúmplase.

Quienes integran la Sala,



JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES           ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

                                                                       Magistrada 

EDNA PATRICIA DUQUE ISAZA

Secretaria
� Ver Sentencia T-650 de 2009
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